Expediente:


19001-33-31-003-2012-00140-02
Actor:



FLOR DE LAUDE CARO CASTAÑEDA 
Demandado:
NACIÓN- MININTERIOR –FISCALÍA GENERAL-EJÉRCITO NACIONAL- POLICÍA NACIONAL

Medio de control:


REPARACIÓN DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA


Medio de control: REPARACIÓN DIRECTA – Segunda instancia/ Responsabilidad del Estado por hechos cometidos por terceros/Amenazas y muerte a defensor de derechos humanos y líder comunitario /Estudio de seguridad deficiente por parte de la Policía Nacional/ La responsabilidad de la Policía Nacional se vio comprometida en tanto el deber de protección y seguridad se prestó de manera ineficiente y no respondió de manera adecuada a las circunstancias y gravedad del caso específico/ Revoca sentencia del a quo que denegó las pretensiones de la demanda.
El A quo negó las pretensiones de la demanda en vista de que no estaba probada la falla en el servicio originada en la supuesta omisión de las entidades demandadas de prestar la protección requerida por Alexander Quintero.

(…) 

Conforme a lo expuesto, estima la Sala que las medidas de seguridad adoptadas por la Policía Nacional no se prestaron de manera real y efectiva, puesto que no se adecuaron a las circunstancias por las cuales atravesaba Alexander Quintero y que ciertamente no sirvieron para minimizar el riesgo y peligro al que se encontraba expuesto por ejercer como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya.

En este sentido, es importante destacar que si bien dentro del proceso no existe un documento en el cual se establezca el tipo de estudio de seguridad que finalmente llevó a que la Policía Nacional adoptara las medidas de autoprotección, lo cierto es que de los documentos obrantes en el proceso se puede inferir que este si se realizó con antelación a la elección de Alexander Quintero como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, esto es cuando solamente se desempeñaba como un líder comunitario en la región de Naya y ya existían amenazas en su contra.

De ahí, que la Policía Nacional debió realizar un nuevo estudio de seguridad, toda vez que: i) las circunstancias variaron cuando Alexander Quintero fue electo como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, cargo con el cual adquirió mayor representatividad dentro del contexto en el cual se desempeñaba, y ii) las amenazas en contra de su integridad se mantuvieron.

Así las cosas, si bien es cierto el riesgo al que estaba expuesto Alexander Quintero en principio fue catalogado como ordinario, no puede perderse de vista que ejercer como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, incrementó de manera ostensible al punto de convertirse en una amenaza, la cual finalmente se materializó.

En efecto, en el desempeño del cargo de Presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya se produjo la última de las amenazas en contra de Alexander Quintero, la cual fue reportada el 14 de septiembre de 2009, situación que aunada a las demás amenazas de las que había sido objeto, llevan a concluir que el rol que desempeñaba como líder comunitario ciertamente fue el que generó las amenazas.

En suma, la responsabilidad de la Policía Nacional se ve comprometida en tanto el deber de protección y seguridad se prestó de manera ineficiente y no respondió de manera adecuada a las circunstancias y gravedad del caso específico, esto es se adoptaron unas serie de medidas que en la realidad no disminuyeron el nivel de amenaza a la que se encontraba expuesto Alexander Quintero, al desempeñarse como líder comunitario y presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya.

De otra parte no existe responsabilidad de las demás entidades estatales demandadas en el caso concreto puesto que: i) se declaró la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio del Interior, ii) el Ejército Nacional no conoció de las amenazas realizadas en contra de Alexander Quintero, y  iii) la Fiscalía General de la Nación no tiene el deber de proteger a las personas puesto que esta obligación recae en la fuerza pública, aunado al hecho de que realizó las acciones tendientes para dar con los autores de la amenazas.

Así, comoquiera que está demostrado que la Policía Nacional incumplió con el deber constitucional de proteger la vida y omitió poner en funcionamiento los recursos de que disponen para el adecuado cumplimiento del servicio de policía y seguridad, se revocará la sentencia objeto de apelación.
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Expediente:

19001333100320120014002
Actor:


FLOR DE LAUDE CARO CASTAÑEDA
Demandado:

NACION EJERCITO NACIONAL Y OTROS

Medio de control:

REPARACIÓN DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA

Decide la Sala el recurso de apelación formulado por la parte demandante, en contra de la sentencia del 12 de noviembre de 2013, proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Popayán, por medio de la cual se despacharon de manera desfavorable las pretensiones de la demanda.
I. ANTECEDENTES

La demanda
El presente medio de control fue instaurado a través de apoderado judicial por FLOR DE LAUDE CARO CASTAÑEDA, quien actúa en nombre propio y en representación de su hijo menor JHONNY ALEXIS QUINTERO CARO para que se declare la responsabilidad administrativa del Ministerio del interior, la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y el Ejército Nacional, por la muerte de Alexander Quintero Martínez en hechos ocurridos el 23 de mayo de 2010 en Santander de Quilichao – Departamento del Cauca.
Como consecuencia de la anterior declaración, solicitó se ordene a las entidades demandadas pagar los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante y daño emergente, perjuicios morales y al perjuicio a la vida en relación, así:
· Por perjuicios materiales: En la modalidad de lucro cesante a JHONNY ALEXIS QUINTERO CARO y MAUREN VANESSA CARO CASTAÑEDA el equivalente a 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes 
· Por perjuicios morales: a JHONNY ALEXIS QUINTERO CARO y MAUREN VANESSA CARO CASTAÑEDA el equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno. 
· Por daños fisiológicos, perjuicio a la existencia y daño a la vida en relación, a JHONNY ALEXIS QUINTERO CARO y MAUREN VANESSA CARO CASTAÑEDA el equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes.   

· Tratamiento psicosocial integral para cada uno de los demandantes, según lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Los hechos
El día 23 de mayo hacia las 9:30 PM, fue asesinado ALEXANDER QUINTERO MARTÍNEZ, en el Municipio de Santander de Quilichao, mientras regresaba del parque de este municipio en compañía de su familia, por dos hombres quienes le dispararon en varias ocasiones.

ALEXANDER QUINTERO MARTÍNEZ había recibido amenazas en repetidas oportunidades por su labor como defensor de derechos humanos, así como por estar comprometido en la defensa del territorio del Alto Naya, ser sobreviviente de la masacre del Naya y promover y liderar la búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación por estos hechos.
ALEXANDER QUINTERO MARTÍNEZ al tener la condición de víctima y testigo de la violación de derechos humanos por parte de grupos armados organizados al margen de la ley  tenía derecho a ser beneficiario de los instrumento de protección previstos  a la luz de la 975 de 2005, y de sus Decretos reglamentarios.
En vista de las amenazas ALEXANDER QUINTERO MARTÍNEZ había solicitado medidas de protección a la Fiscalía General de la Nación, sin que se respondiera de manera oportuna. 
Asimismo en reunión intersectorial del 8 de abril de 2010, celebrada en el Hotel Monasterio de Popayán, con presencia de representantes de la Policía Nacional, la Defensoría del Pueblo, y la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, se denunció públicamente la situación de riesgo y amenazas contra la vida del señor QUINTERO MARTÍNEZ. 
De igual manera se solicitó al coordinador del Programa de Víctimas y Testigos, la inclusión de ALEXANDER QUINTERO MARTÍNEZ a este programa, petición elevada por el Coordinador Regional de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.
La contestación de la demanda
Del Ministerio del Interior

Por medio de apoderado judicial se opuso a las pretensiones de la demandante; enfatizó que la materia objeto de la demanda escapa a la esfera de competencia del Ministerio del Interior, pues a través del Decreto 4065 de 2011 fue creada la Unidad Nacional de Protección, que tiene personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio propio; no obstante esto, señala enseguida que en principio la legitimación en la causa por pasiva recae sobre la Fiscalía General de la Nación, pues el germen del atentado que sufrió el señor QUINTERO MARTÍNEZ, fue el haber servido como testigo en el marco de las actuaciones penales de la Fiscalía contra miembros de grupos armados ilegales y esta situación se encuentra descrita en el decreto 4065 de 2012, así: “Se exceptúan del campo de aplicación del objetivo de la Unidad de los programas de competencia de la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación y el Programa de Protección a Víctimas y Testigos de la Ley de Justicia y Paz”.
Propuso las excepciones: 

i).- Falta de legitimación material en la causa por pasiva, por cuanto la representación de la Nación frente a la materia objeto de demanda recae de manera principal en la Fiscalía General de la Nación y de manera subsidiaria en la Unidad Nacional de Protección. 
ii).- Inexistencia o ruptura del nexo causal, sostiene que en el caso estudiado no existe una relación de causalidad entre las funciones del Ministerio del Interior y el daño, es decir, no se evidencia una falta en el deber ser reglamentado por la Ley para este ente.  
De la Fiscalía General de la Nación

Por medio de apoderado judicial, se opone a las pretensiones de la demanda, considerando que no es claro el nexo de causalidad entre la actuación de la Fiscalía General de la Nación y la muerte del señor Quintero Martínez, y que si bien está certificado que la muerte se produjo por causa violenta, no se ha aportado prueba acerca de que los móviles se relacionaran con la información brindada por él a la Fiscalía General de la Nación.
Afirma que para que exista responsabilidad patrimonial de un ente público es preciso que el daño antijurídico sufrido sea el efecto directo de la falla en el servicio de ese ente, lo que no se aprecia en el presente caso, respecto de la Fiscalía. 

Añade que la Fiscalía General de la Nación no tiene entre sus funciones la guarda y seguridad de sus ciudadanos y que la entidad constituida para garantizar la seguridad y la vida de las personas es la Fuerza Pública. 
Propuso la excepción de i)*- Inexistencia del hechos dañoso atribuible a la Fiscalía General de la Nación, pues los hechos aludidos en la demanda no fueron originados en desarrollo de las funciones de la Fiscalía General de la Nación.

De la Policía Nacional

Por medio de apoderado judicial se opone a las pretensiones de la demanda; indica que no está acreditada la relación en la forma de Unión Marital de Hecho entre el señor que en vida respondía al nombre de Alexander Quintero Martínez y la demandante Flor de Laude Castañeda, y que esto deberá probarse en el transcurrir procesal. Asimismo, no está acreditada la calidad, de hija, de la menor Mauren Vanesa Caro Castañeda cuando en los eventos de reclamar la reparación del Estado documentar tales calidades es una exigencia para los demandantes. 
Señala que el material aportado con la demanda no prueba ningún vínculo causal entre el daño antijurídico y la Policía Nacional, por lo que no le es atribuible ninguna responsabilidad por este hecho a la entidad. 
Propuso las excepciones:
*- Hecho determinante de un tercero – Ausencia de responsabilidad Ajeno a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional -  
Del Ejército Nacional
 
A través de apoderado judicial se opone a las pretensiones de la demanda, por cuanto de los medios probatorios obrantes en el proceso se observa que los responsables del crimen perpetrado contra el señor Quintero Martínez el día 23 de mayo de 2010, son delincuentes comunes, por lo que no se le puede endilgar a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, responsabilidad por esos hechos.

Señala que las declaraciones aportadas al proceso son disimiles en cuanto a que el señor Quintero si tiene o no compañera permanente, lo cual, plantea dudas acerca de la veracidad de estas e impide que el hecho se de por cierto. 
Indica, además, que no existe prueba en el proceso que soporte lo manifestado por la parte demandante cuando afirma “…había recibido amenazas en varias ocasiones por su labor como defensor de derechos humanos… quien había solicitado a la fiscalía general de la nación medidas de protección para su vida.”  Motivo este por el que no se puede aseverar que los miembros de la Nación - Ministerio de Defensa – Ejército Nacional tuvieran conocimiento de tal manifestación. 
Propuso las excepciones: 

*- Hecho de un Tercero, indica que el estado se exonera de responsabilidad cuando demuestra como causa del daño el hecho de un tercero, pues así acredita que no hay relación de causalidad entre la falta o falla en el servicio y el daño causado; considerando eso, en el caso tratado, de lo allegado al proceso se desprende que fueron delincuentes del común los que causaron el daño, así, no hay lugar a responsabilidad estatal. 
*- Inexistencia de la obligación de pagar indemnización de perjuicios, indica que no  obra prueba en el expediente que indique que la parte demandada está obligada a resarcir a la parte demandante por los daños y perjuicios que se le hayan podido causar por los hechos estudiados dentro del proceso, y que la primera no es responsable ni por acción ni por omisión. Resalta que tampoco se encuentra probada la existencia de los presuntos daños ocasionados al demandante. 
*- Excepción Genérica o Innominada, comprende reconocer de oficio todo medio exceptivo, si se encuentra fundamento en lo obrante en el proceso.
Recuento procesal

La demanda fue presentada el 03 de agosto de 2012 y el Juzgado Tercero Administrativo mediante Auto del 09 de agosto del mismo año ordenó corregir la demanda; la corrección fue recibida el 14 de agosto también de 2012  y mediante Auto del 30 de agosto del mismo año se rechazó la demanda por no haberse subsanado en los términos ordenados. 
El 04 de septiembre de 2012 se presentó recurso de apelación contra el Auto que rechazó la demanda, y el 05 de septiembre fue concedido el recurso y se remitió al Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca, que en providencia del 09 de octubre de 2012 revocó el Auto del 30 de agosto y ordenó continuar con la admisión de la demanda.
 Mediante Auto de 15 de noviembre el Juzgado Tercero Administrativo de Popayán admitió la demanda y ordenó las notificaciones correspondientes. 
Mediante Auto de 30 de mayo de 2013 se fijó la fecha de la Audiencia Inicial para el 12 de junio de 2013.   
Llegado el día de la audiencia esta se celebró y dentro de ella se realizó el saneamiento del proceso, se declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa propuesta por la Nación – Ministerio del Interior, se declaró terminado el proceso respecto de esta entidad y se ordenó decidir las demás excepciones de fondo con la sentencia. 
Además se procedió enseguida a fijar el litigio y se agotó la etapa de conciliación, se decretaron las pruebas solicitadas por las partes y finalmente se fijó la fecha para la realización de la audiencia de pruebas para el día 31 de julio de 2013; se solicitó aplazamiento de la misma y se fijó como nueva fecha para la Audiencia el 18 de septiembre de 2013.  
Se celebró la audiencia de pruebas y el 12 de noviembre de 2013, el juez de instancia dictó la providencia objeto de apelación.
La sentencia apelada

El Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Popayán, por medio de la sentencia N° 138 del 12 de noviembre de 2013, denegó las pretensiones de la demanda. 

Sostiene que hay una clara orfandad probatoria respecto de los hechos que se enuncian en la demanda, por ejemplo no se acredita que el señor QUINTERO MARTÍNEZ sea efectivamente una víctima y un sobreviviente de la masacre del Naya, ocurrida los días 10, 11 y 12 de abril de 2001, pues la Fiscalía Especializada UNDH/DIH mediante oficio No. 236 D21 manifiesta que verificado en su sistema de información, el señor Alexander Quintero Martínez no se encuentra registrado en calidad de víctima o testigo.
Así mismo, manifestó que mediante comunicación del Jefe de la Oficina de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación señala que no se encontró registro de solicitud de protección, evaluación de amenaza y riesgo o vinculación al Programa de Protección y Asistencia, para el señor Alexander Quintero Martínez. 
Además, refirió que de manera semejante se pronuncia el Defensor del Pueblo-Regional Cauca, informando que la Oficina Delegada para la Atención y Orientación a las Víctimas del Conflicto no conoció de manera directa denuncias o solicitudes de protección por parte del señor Quintero. 
Por lo anterior, sostiene que no se dan los elementos requeridos para endilgar responsabilidad patrimonial al Estado, de reparar los daños sufridos por las víctimas de un hecho violento causado por terceros, esto es: 
i) El ataque es perpetrado con la intervención o complicidad de agentes del Estado.
ii) La persona contra quien se dirigió el ataque solicitó medidas de seguridad a las autoridades y estas no se las brindaron.
iii) La víctima no solicitó las medidas referidas, pero las fuerzas del orden conocían las amenazas que se cernían contra su vida. 

iv) En razón a las especiales circunstancias sociales y políticas del momento, el atentado era previsible y, sin embargo, no se adelantaron las acciones correspondientes.  

Señala enseguida que analizando la imputación del daño antijurídico al Estado, tal elemento no se hace manifiesto en lo allegado al proceso, antes bien, no hay siquiera claridad sobre los móviles que originaron el homicidio, considerando las afirmaciones contrarias como simples suposiciones que no están documentadas “que impiden extraer de sus dichos la certeza que se requiere en estos casos para efectos de la valoración de la prueba”  y que no existen pruebas en el expediente que permitan corroborar las versiones en relación a las circunstancias que dieron origen al homicidio del señor Quintero. Así no es posible inferir que el hecho funesto obedeció a una falla en el servicio originada en la omisión al no brindar la protección necesaria por parte de las entidades encargadas. 
Considerando entonces que está en cabeza de los demandantes acreditar los elementos que estructuran la responsabilidad el Estado, encontró el Juez de Primera Instancia que en el caso tratado las pruebas obrantes no son suficientes para demostrar y endilgar responsabilidad a las entidades demandadas. 
El recurso de apelación

Por medio de escrito radicado el 28 de noviembre de 2013, la parte actora apeló la sentencia Nº 138 del 12 de noviembre de 2013, proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Popayán, pues consideró que se encuentran acreditados todos los elementos que dan cuenta de la responsabilidad estatal de las entidades accionadas.
Sostiene que el daño antijurídico sufrido por los demandantes se encuentra acreditado, con copia auténtica del expediente de la investigación por homicidio Nº 1969860006332010006777, allegado por oficio Nº 289 y procedente de la Fiscalía 92-Especializada de D.H y D.I.H. de Popayán (Fls. 201 a 204, C. Pruebas No 2),  siendo la muerte de su esposo y padre un daño que no están en el deber de soportar. 
Igualmente que se encuentra probado que el señor Quintero era un reconocido dirigente comunal y que fue elegido como presidente de la Asociación de Juntas de Acción Comunal del Alto Naya de Buenos Aires. (Fl. 37 C. Pruebas No 1). 
Enseguida precisa que el título de imputación predicable del caso es la falla del servicio de las entidades accionadas, y que el señor Quintero no se limitó a informar sobre el peligro que enfrentaba una vez, si no que lo hizo en repetidas ocasiones, lo cual se aprecia en el expediente de noticia criminal 7616000193200887012 por el delito de amenazas. Art. 347 C.P. (Fl. 176 C. Ppal). 
Se aprecia también que el Jefe Secc. Investigación Criminal SIJIN-DECAU, Mayor Ever Mauricio Giraldo se refiere en comunicación oficial Nº S-2012-0232 se expresa en relación al hecho funesto como “HOMICIDIO AGRAVADO EN PERSONA INTERNACIONALMENTE PROTEGIDA” (Folio 182 C. Ppal). 

Así, el hecho dañoso de un tercero, con el que pretenden exculparse las entidades demandadas, no es válido, a su criterio, pues ciertamente la parte actora en modo alguno imputó a tales entidades la autoría de la muerte del señor Quintero, crimen que claramente fue perpetrado por terceros, si no que tal hecho se pudo evitar si las mentadas entidades hubiesen actuado, y bastaba con el conocimiento del peligro para proceder con el deber legal de brindar la protección adecuada y de ninguna manera tal protección estaba supeditada a la formalidad de la petición directa por parte de la persona en situación de riesgo manifiesto, no obstante en el caso presente existen pruebas de que la víctima sí solicitó protección, hechos todos estos que permiten dilucidar que en el presente caso se configura el segundo elemento de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, esto es la Imputación.

Sostiene que efectivamente se puso en conocimiento de las autoridades competentes tanto a nivel local, como regional, nacional e internacional del riesgo que corría el señor Quintero Martínez, riesgo que se materializó en el cumplimiento de las amenazas en la forma exacta como fueron proferidas y denunciadas, lo que evidentemente implica que existía algo más que un riesgo meramente ordinario, y que de manera inaplazable debieron adoptarse medidas de seguridad, lo que no se hizo, y es tal inactividad de la autoridades la que compromete la responsabilidad del Estado colombiano representado en la Fiscalía General de la Nación y las otras entidades demandas, por lo que existió una falla en el servicio de las demandadas y que entre esta falla en el servicio y el resultado muerte que finalmente se produjo existe relación de causalidad. 
Por lo anterior solicita se revoque la sentencia Nº 138 del 12 de noviembre de 2013 proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del circuito de Popayán y se acceda a las pretensiones del demanda. 
Trámite de la segunda instancia
Por auto del 6 de diciembre de 2013, el Juzgado concedió el recurso interpuesto. - Fl. 311 C. Ppal 2.-.
Por auto del 14 de enero de 2014, se admitió el recurso, y se ordenó la notificación al Ministerio Público y a las partes. - Fl. 316 C. Ppal 2.-

Por auto del 27 de enero de 2014, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público, para que presentaran alegatos de conclusión y emitiera el concepto, respectivamente. - Fl. 321 C. Ppal 2.
Concepto del Ministerio Público
No obstante haberse realizado el traslado respectivo, la Procuraduría 39 Judicial Administrativa, no realizó ningún tipo de pronunciamiento en esta etapa procesal.
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

Competencia
Por la naturaleza del proceso, el lugar donde ocurrieron los hechos y la cuantía, el Tribunal es competente para decidir el asunto en SEGUNDA INSTANCIA, de conformidad con lo establecido por el artículo 153 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-.

El régimen jurídico aplicable por incumplimiento del deber de protección y seguridad por parte del Estado.
El Estado es responsable a título de falla del servicio cuando por omisión incumple con el deber de protección de las personas estatuido en el artículo segundo de la Constitución Política, no obstante el atentado contra la víctima fuera perpetrado por un tercero.
Los supuestos para que exista responsabilidad Estatal son dos: i) cuando se da aviso de las amenazas y la administración no desarrolla ningún tipo de medida tendiente a garantizar la protección del denunciante y, ii) cuando la situación de peligro es previsible por las especiales circunstancias del momento y la administración no interviene para proteger a la víctima o víctimas.
En este sentido el Consejo de Estado ha efectuado las siguientes consideraciones, a saber:

“Tratándose de los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos cometidos por terceros, ha considerado la Sala que los mismos son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o cuando la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a su protección
.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 2º de la Constitución, la razón de ser de las autoridades públicas es la defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Omitir el cumplimiento de esas funciones no sólo genera responsabilidad personal del funcionario sino además responsabilidad institucional, que de ser continúa pone en tela de juicio su legitimación. Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas por parte de las demás autoridades públicas y particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los mismos
.”
 

En esta misma providencia, se estableció una serie de requisitos para la prosperidad de la demanda en relación con la responsabilidad patrimonial del Estado por omisión del deber de vigilancia y cuidado que debía brindar de manera prevalerte sobre algunas personas, en los siguientes términos:

a. La existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios
. 
b. La omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso.

c. Un daño antijurídico.
d. La relación causal entre la omisión y el daño
. 

Finalmente el Consejo de Estado, respecto a el último de los requisitos, “con apoyo en la doctrina, que a su vez se inspiró en la distinción realizada en el derecho penal entre delitos por omisión pura y de comisión por omisión, precisó que en este tipo de eventos lo decisivo no es la existencia efectiva de una relación causal entre la omisión y el resultado, sino la omisión de la conducta debida, que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión
.”

Si bien, todo lo anterior es cierto, el Consejo de Estado también ha considerado “que a pesar de que es deber del Estado brindar protección a todas las personas residentes en el país, no le son imputables todos los daños a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones del Estado son relativas
, en tanto limitadas por las capacidades que en cada caso concreto se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo imposible”
. Aunque, se destaca que esta misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de las obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento, sino que debe indagarse en cada caso si en efecto fue imposible cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le correspondían
.”

De lo probado en el proceso.
Alexander Quintero Martínez falleció el 23 de mayo de 2010, en el Municipio de Santander de Quilichao de conformidad con el registro civil de defunción.
 
La Gobernación del Cauca hace constar que Alexander Quintero Martínez “fue elegido como presidente de la ASOCIACIÓN DE JUNTAS DE ACCION COMUNAL DEL COREGIMIENTO DEL ALTO NAYA – BUENOS AIRES, con domicilio en el Corregimiento del Alto Naya, Municipio de Buenos Aires – Cauca, según acta número 08 del 22 de febrero de 2009, inscrito como tal mediante resolución No. 177 del 6 de abril de 2009.”

Respecto a la existencia de las amenazas existentes en contra de Alexander Quintero Martínez tenemos lo siguiente:

El 18 de diciembre de 2009, la Fiscalía Primera Seccional Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Santander de Quilichao a solicitud de Alexander Quintero Martínez, hace constar lo siguiente:

“Que en este Despacho cursan tres investigaciones con SPOA No. 760016000193200887012, 190016000703200801292 y 196986000633200900909, seguidas por el delito de AMENAZAS, de carácter AVERIGUATORIO, siendo denunciantes los señores ALEXANDER QUINTERO MARTINEZ Y HUGO DE JESUS GARALDO LOPEZ, líderes comunales, pertenecientes a las Juntas de Acción Comunal del Alto Naya, quienes denuncian ser objetivo militar por parte de grupos armados ilegales que operan en la zona.

Las presentes diligencias se encuentran en etapa de indagación y a la fecha se cuenta con el informe de investigador de campo, suscrito por el funcionario adscrito a la Unidad del Cuerpo Técnico de Investigación de esta localidad ALFONSO ARTEAGA TORRES, en el que plasma que las amenazas provienen de las denominadas AGUILAS NEGRAS BLOQUE SUR Y/O NUEVA GENERACION con la colaboración del ELN, quienes han retomado el negocio del narcotráfico en la zona.”Fl. 102 del C. Pbas 1.

La primera de las denuncias fue realizada El 23 de abril de 2008, ante la Unidad de reacción Inmediata de la Fiscalía General de la Nación Cali por Alexander Quintero Martínez y en ella hace relación a los hechos acontecidos el 15 de marzo de 2008, en el Corregimiento Alto Naya del Municipio de Buenos Aires – Cauca –. Fls. 42 a 44 del C. Pbas 1
De la denuncia se destaca que cinco hombres armados y encapuchados los cuales se movilizaban en una camioneta 4x4, le preguntaron al señor Orlando Quiguanas, quien transitaba por el sector, respecto a su ocupación, así como sobre el paradero de Alexander Quintero Martínez y otras personas manifestando que “ se nos volvieron a escapar estos hijueputas” y ofreciéndole la suma de cinco millones de pesos por información de su ubicación pues de lo contrario procederían a quemar un vehículo de su propiedad.
Al indagar el motivo de las amenazas Alexander Quintero Martínez sostiene que estas se produjeron por su labor como líderes comunitarios de la región y añade que por ello fueron declarados objetivo militar por los grupos armados al margen de la ley. Fl. 43 del C. Pbas. 1

Esta situación también fue puesta en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación el 18 de abril de 2008 y del Comité de Evaluación y Reglamentación del Riesgo CRECC. Fl 4 y 66 del C. Pbas

Mediante el oficio de 24 de junio de 2008, del Programa de Protección del Ministerio del Interior y Justicia, oficia al Coordinador de la Oficina de Derechos Humanos de la Policía Nacional para solicitar “la colaboración en el sentido de ordenar a quien corresponda las sean brindadas las medidas de seguridad personal, entre otras persona, a Alexander Quintero Martínez, por las amenazas sufridas en su contra por grupos al margen de la Ley.” Fl. 61 del C. Pbas.

La Procuraduría General de la Nación mediante el oficio de 11 de junio de 2008, responde a una solicitud efectuada por Alexander Quintero Martínez, en la que puso de presente que había sido objeto de amenazas, al parecer por estar liderando el proceso de retorno de las familias desplazadas por la masacre del Naya, por lo cual han sido tildados como colaboradores de la guerrilla en los siguientes términos:

“Sobre el particular me permito manifestarle, que este Despacho le ha sido solicitado a los Comandantes de los Departamentos de Policía del valle del Cauca y Cauca, iniciar los operativos tendientes a neutralizar el accionar de los grupos al margen de la ley que delinquen en la región  el Alto Naya, ubicada el parte noroccidental del Departamento del Cauca y parte Suroccidental del Departamento del Valle del Cauca y en la cual hace presencia el Frente 30 de las FARC  y el Frente Manuel Francisco Becerra del ELN, y adoptar las medidas necesarias para proteger a la población civil y a todos ustedes como miembros de Juntas de Acción Comunal. A su vez deberán informar de los hechos al Comandante del Ejército que tiene jurisdicción en la zona.

(…)

Igualmente se ha solicitado al Director de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia someter el caso al Crecc, ordenar un estudio de nivel de riesgo de los miembros de la Asociación como líderes sociales, y solicitar a los organismos de seguridad del Estado, adoptar las medidas necesarias para brindarles seguridad personal a todos ustedes.” Fl. 64-65 C. Pbas. 1.

La segunda denuncia se presenta el 10 de noviembre  de 2008, ante la Dirección Seccional de Fiscalías Cali y “SE RECIBE MEDIANTE OFICIO SUSCRITO POR EDGAR VALENCIA CARDONA, EN CALIDAD DE ASESOR DE LA OFICINA DE ACCIÓN PREVENTIVA DE LA PROCURADURÍA REGIONAL DEL VALLE, DONDE INFORMA DE LAS AMENAZAS DE LAS QUE HAN SIDO VÍCTIMA LOS SEÑORES ALEXANDER QUINTERO Y HUGO DE JESUS GIRALDO EN CALIDAD DE LIDERES COMUNALES DE LA ASOCIACIÓN DE JUNTAS DEL CORREGIMIENTO DEL ALTO NAYA DE BUENAVENTURA Y BUENOS AIRES CAUCA. SIN MAS INFORMACIÓN.” Fl. 79 y108 del C. Pbas 1.
La tercera y última de las denuncias fue instaurada de manera conjunta por Hugo de Jesús Giraldo López y Alexander Quintero, el 14 de septiembre de 2009, y en ella manifiestan que “MEDIANTE LLAMADA, LES INFORMAN QUE DEBEN DESALOJAR EL PERSONAL FEMENINO  DEL CAMPAMENTO COMUNITARIO DE LA ASOCIACIÓN DE JUNTAS DEL NAYA, UBICADO EN TIERRA GRTA EN LA ENTRADA AL NAYA, IGUALMENTE UN PUESTO DE RECOLECCIÓN DE APORTES PARA OBRAS COMUNITARIAS, UBICADO EN LA MITAD DEL CAMINO EN EL SECTOR DE LA FATIGOSA. EL DENUNCIANTE MANIFIESTA TENER PROTECCIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIOR A CARGO DE LA POLICIA NACIONAL, LA CUAL DEBIA HACER ONDAS POR LA OFICINA UBICADA EN EL BARRIO SANTA TERESITA DE ESTE MUNICIPIO.”Fl. 108 del C. Pbas 1.
La Procuraduría mediante el oficio de 10 de diciembre de 2008, ofició a varias entidades estatales para que adoptaran las medidas necesarias para la protección de Alexander Quintero, así:

“La Oficina de Acción Preventiva de la Procuraduría Regional del Valle del Cauca, envió oficio al Comando de la Policía Valle, Seccional del C.T.I., Gobernador del Departamento, Alcalde de Buenaventura y Departamento Administrativo de Seguridad DAS, para solicitar sean adoptadas las medidas de protección pertinentes a los ciudadanos ALEXANDER QUINTERO Y HUGO DE JESUS GIRALDO, líderes comunales –Asociación de Juntas del Corregimiento del Alto Naya Buenaventura y Buenos Aires Cauca – quienes manifiestan haber sido amenazados de muerte por grupos armados (farc y eln), solicitan le sean brindada protección policial preventiva definitiva y realizar estudio técnico de nivel de riesgo.” Fl. 82 del C. Pbas 1.

A pesar de la actividad de policía judicial desplegada por parte del CTI  y de la SIJIN no fue posible obtener resultados para establecer los móviles ni la identificación del autor o autores de las amenazas, según lo manifiesta el Fiscal Primero Seccional en el informe rendido el 19 de diciembre de 2009. Fl.111 a 113 del C. Pbas. 1.

Mediante el Oficio de 6 de junio de 2010, la Policía Nacional informa que las medidas adoptadas para brindar seguridad a Alexander Quintero Martínez fueron las siguientes:
“En el mes de enero de 2009 por parte del Comando de Policía Santander, se le hizo entrega del manual de medidas de auto protección, con base en denuncia instaurada ante Fiscalía de Corinto.
De igual manera se envía copia auténtica de la respuesta al programa metodológico de la SIJIN en donde pone en conocimiento las diligencias adelantadas con el señor ALEXANDER QUINTERO MARTINEZ.

Copia  del folio 37 del libro de población con registro de la notificación para ampliación de la denuncia.”Fl. 244 del C. Pbas 2.
El 12 de octubre de de 2010, la Fiscalía Primera Seccional Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, realiza la solicitud para que la investigación del asesinato de Alexander Quintero Martínez sea asignada a la Unidad Nacional de Derechos Humanos con fundamento en las siguientes consideraciones, a saber:
“Comedidamente informo a ustedes o a quien corresponda que en este despacho se llevó a cabo investigación, por la muerte violenta con arma de fuego del señor que en vida respondía al nombre de ALEXANDER QUINTERO MARTINEZ, con C.C. No. 16.888.829 de Florida Valle, hechos sucedidos en el área urbana de la Población de Santander de Quilichao el día 23 de mayo de 2010 a eso de las 9 de la noche.

La víctima para la hora de los hechos  iba acompañado por la esposa o compañera de vida marital Señora  YANETH JAKELINE VALENCIA PAREDES, identificada con la C.C. No. 34.609.832 de Santander de Quilichao, pero que desafortunadamente no alcanzó a identificar a los agresores.
Se tiene conocimiento que esta persona previamente estaba amenazada de muerte, por diversos grupos ilegales como guerrilla y reductos de grupos paramilitares de acuerdo a lo manifestado por el señor Quintero,  quienes operan el región del Naya, zona ubicada al Noroccidente del Departamento del Cauca, amenazas que previamente habían sido colocadas  a conocimiento de las autoridades competentes para lo cual ya se le había solicitado protección y asignado personal policial a solicitud del Ministerio del interior, pero que esta protección solo se prestaba en la Población de Santander de Quilichao.”
Así mismo se ha constatado que esta persona era activista y defensor de los Derechos Humanos Individuales y Colectivos en la región del Naya, actividades encaminadas a la búsqueda de la verdad, justicia y reparación de los que se conoce como la masacre del Naya, región en la que habitan comunidades campesinas, indígenas afrocolombinos y por esta razón su asesinato ha causado impactos negativos en las mismas y por eso tales organizaciones a través de sus representantes han solicitado que se encuentren  a los autores materiales e intelectuales de dicha muerte y además han solicitado que esta investigación se adelante por la Unidad Nacional de Derechos Humanos con sede en Bogotá o en la ciudad de Cali, pues la causa de la muerta apunta a que se haya realizado por ser activista en defensa de los derechos humanos individuales y colectivos de las comunidades que habitan esa región.
Esta fiscalía informa a ustedes que a pesar que ya se han desplegado actividades de investigación, hasta la fecha no se ha logrado identificar ni individualizar a los autores materiales ni mucho menos intelectuales y por ser la víctima reconocido defensor de los derechos humanos, esta Delegada solicita a la Oficina de Asignaciones Especiales de la Fiscalía General de la Nación que esta investigación sea asignada a la Unidad Nacional de Derechos Humanos con sede en Bogotá o en la ciudad de Cali, para lo cual estoy en disposición de entregar la carpeta correspondiente para que sea asignada.” Fl. 302 del C. pbas. 2. Destacado fuera del texto.
La Fiscalía General de la Nación Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario señala en el oficio de 15 de julio de 2013, hace constar que Alexander Quintero no se encuentra registrado como víctima o testigo de la masacre del Naya, así:

 “Dando respuesta a su oficio 691 de fecha 12 de junio del año 2013, informa esta Fiscalía Veintiuna Especializada, que con ocasión a los hechos ocurridos los días 10, 11 y 12 de abril del año 2001, ocurridos en la Región del Naya veredas y corregimientos del Timba, El Carmen, El Ceral, Resguardo de la Paila, La Silva, Patio Bonito, Las Minas, Agua de Panela, Palo Solo, Alto Sereno, Río Mina, Las Vegas, El Playón, La Playa, La Paz, Río Azul, Pitalito y El Placer, de los Municipios de Buenos Aires, Suarez Y Santander de Quilichao, del Departamento del Cauca, por la incursión de un grupo de  paramilitares pertenecientes  al Bloque Calima, este despacho dispuso verificar en su sistema de información las víctimas que han sido reportadas ; así mismo se llevó a cabo la búsqueda en el expediente del acta de levantamiento de cadáver, acta de defunción, protocolo de necropsia y denuncia que se han allegado a este proceso, permitiendo concluir que la persona mencionada en su oficio señor ALEXANDER QUINTERO MARTINEZ, quien en vida se identificaba con C.C. Núm 16.888.828 de Florida Valle no se encuentra registrado, motivo por el cual esta delegada no puede expedir copia auténtica del certificado o constancia de la participación, en calidad de víctima o testigo del precitado señor QUINTERO MARTINEZ”  (Destaca la Sala) Fl. 197 del C. Pbas.1 

Posteriormente se reasignó la investigación penal a la Fiscalía Especializada UNDH y DIH Popayán, la cual en desarrollo de las labores investigativas, efectuó las siguientes hipótesis delictivas de presuntos autores o participes así:
“Inicialmente la hipótesis sobre el móvil del homicidio se indicó Alexander Quintero fue amenazado y ultimado por la labor comunitaria  que desempeñaba en el sector el Naya; en su calidad de Presidente de la Asociación de Juntas Comunales del Naya; sector de difícil acceso y escasa presencia de las autoridades estatales, de conocimiento público del predominio de grupos armados ilegales, reductos de grupos paramilitares, grupos de guerrilleros y narcotráfico.

La indagación se adelanta en carácter averiguatorio y de las pruebas hasta ahora recogidas no permiten identificar e individualizar a los responsables de esta conducta punible, para lo cual la Fiscalía continuará con el proceso de indagación e investigación correspondiente.

Sin embargo de la entrevista recibida en el día 30 de mayo de 2011 por los investigadores del despacho que se encuentra en comisión en esas labores al señor Hugo de Jesús Giraldo, integrante de la misma junta de acción comunal y también denunciante por amenazas. Se predicó otra hipótesis que tiene que ver con el problema sobre unos dineros que el hoy occiso en su calidad  de presidente de la asociación, había recibido de parte de los cabildos de la playa, valle como producto que pagara un procesado por el homicidio de un señor ocurrido en el año 2004 en ese lugar, indemnización que el autor del hecho pagaría por cutas, de las cuales en una cuota de $ 5.000.000 le fueron entregados al señor  Alexander quintero y el nunca los hizo llegar al destinatario y se los había gastado. Por tal motivo los comuneros del cabildo, lo habían citado para  varias reuniones a reclamarle, en las cuales se presentaron varios enfrentamientos entre el ahora obitado y la asociación e cabildos del alto naya, porque no se ponía al día con el dinero.
La última reunión efectuada días antes de su muerte, se le hizo citación, pero el señor quintero Martínez no asistió. Ante esto le mandaron la misiva que se lo iba a llevar y colgar como castigo propio de las comunidades indígenas.
También se planteó la tesis de que Alexander Quintero, había mostrado oposición a la explotación ilegal de minas del sector, problemática de estaqs zonas del norte del Cauca, en la cual el 7 de abril de 2010, es decir, casi un mes antes, se había producido el homicidio de 8 mineros en el municipio de Suarez, cauca. Hipótesis que esta por establecerse.

También se afirmó por el entrevistado, que Alexander Quintero en su predio de la Vereda Alto Mina y Playón ubicadas en el Naya, tenía cultivos de hoja de coca y laboratorios para el procesamiento de cocaína. Que tanto es así que la ex mujer  después de su muerte, fue hasta el lugar y sustrajo tres kilos, que el occiso tenía sociedad con otros dos sujetos, al parecer un entenado de nombre Darwin Steven Mina. La señora Flor de Laude Caro, quien fuera la primera mujer del obitado se encuentra actualmente detenida en la ciudad de Armenia por Tráfico de estupefacientes.

Otra hipótesis, hace alusión a la intervención del señor quintero Martínez en la versión que ante la Fiscalía de la Unidad Nacional para la justicia y la Paz rindiera el extraditado Evert Veloza Garcia, alias H.H.

Finalmente atendió a las manifestaciones de este entrevistado Hugo Giraldo, se afirmó que en las comunidades corrió la versión que quintero Martínez estaba actuando como informante del Ejército Nacional y que varios de los operativos  adelantados a los laboratorios, eran señalados por él. Además que le gustaba andar con mujeres y gastar dinero en esa preferencia.”Fl. 387-388 del C. Pbas 
De otra parte, se encuentra la solicitud efectuada por la Comisión Nacional de Reparación y reconciliación – CNRR,  el 21 de agosto de 2009, dirigida al Programa de Protección de Víctimas y Testigos  de la Ley 975 de 2005 para que Alexander Quintero fuera incluido en ese programa. Fl. 150 del C. Pbas 1.

Ahora bien, de los tres testimonios rendidos en el proceso solamente los de José Enrique Guetia y Jorge Salazar Quintero señalan que la muerte de Alexander Quintero Martínez se debió por su condición de defensor de los derechos humanos de los pobladores del Naya.
En el testimonio rendido por José Enrique Guetia precisa que Alexander Quintero Martínez le comentó que era objeto de presiones de diferentes grupos armados al margen de la ley debido a las funciones que realizaba como presidente de la Asociación de Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya y aseguró que no le consta que él hubiera presentado denuncias ante la Fiscalía General de la Nación o algún otro ente Estatal.
Por su parte, Jorge Salazar Quintero, señaló que Alexander Quintero Martínez puso en conocimiento de la Procuraduría General de la Nación y el Ministerio del Interior de las amenazas existentes en su contra. Además añadió que Alexander Quintero Martínez se le realizó un estudio de seguridad que arrojó como resultado que su riesgo era ordinario por lo cual ordenaron que se realizaran rondas policiales en la oficina que tenía en el Municipio de Santander de Quilichao.

Del caso concreto.

El A quo negó las pretensiones de la demanda en vista de que no estaba probada la falla en el servicio originada en la supuesta omisión de las entidades demandadas de prestar la protección requerida por Alexander Quintero.

En este sentido precisó que dentro del plenario no existía ninguna prueba que demostrara que se hubiera solicitado a las entidades demandadas alguna medida de protección, que el Estado la hubieran negado o que la prestación de las mismas se hubiera efectuado de manera deficiente. Aunado a lo anterior precisó que no se encuentra probado que el occiso fuera víctima o testigo de la masacre del Naya, así como tampoco, que existe claridad respecto a los móviles del asesinato.
Por su parte, los demandantes sostienen que la muerte de Alexander Quintero es imputable al Estado a título de falla en el servicio por cuanto se informó de las amenazas sufridas en su contra por grupos armados al margen de la ley, sin que se tomaran medidas necesarias para evitar la configuración del daño sufrido por la parte actora, esto es brindar las medidas de protección necesarias y eficaces para salvaguardar la vida de Alexander Quintero.

Ahora bien, del material obrante en el proceso se puede constatar que en diversas ocasiones Alexander Quintero fue objeto de amenazas presumiblemente efectuadas por grupos armados al margen de la ley, la primera de ellas perpetrada el 15 de abril de 2008, y denunciada por la víctima ante la Unidad de Reacción Inmediata de la Fiscalía general de la Nación Cali y la segunda de oficio denunciada por la Oficina de Acción Preventiva de la Procuraduría Regional del Valle, el 15 de enero de 2009, esto es con antelación a su nombramiento como Presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya – Buenos Aires el 6 de abril de 2009, es decir cuando se desempeñaba simplemente como un líder comunal. Fl. 230 del C. Pbas 2.
Posteriormente, el 14 de septiembre de 2009, Alexander Quintero procedió a efectuar la última de las denuncias ante la Fiscalía General de la Nación por amenazas cuando ejercía como Presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya y por ocasión a hechos que tenían conexidad con el desempeño de las actividades de esta asociación.

En lo que respecta a la solicitud de medidas de seguridad esta Sala pudo constatar que estas solamente se pusieron en conocimiento de la Policía Nacional por solicitud efectuada el 24 de junio de 2008, por el Programa de Protección del Ministerio del Interior y Justicia, quien a su vez fue requerido por la Procuraduría General de la Nación mediante el oficio de 11 de junio de 2008, el que se produjo en respuesta a una solicitud efectuada por Alexander Quintero Martínez.
En vista de lo anterior, la Policía Nacional en el mes de enero de 2009, realizó la entrega del manual de medidas de auto protección, con base en denuncia instaurada ante Fiscalía. Así mismo, al parecer se realizó un estudio de seguridad el cual arrojó que el riesgo al que se encontraba expuesto Alexander Quintero era ordinario, por lo cual lo la Policía Nacional realizaba rondas esporádicas por su oficina según lo expone Jorge Salazar Quintero y lo manifestó la propia víctima al momento de realizar la denuncia por las amenazas. Fl 295 del C. Pbas 2.
Así las cosas, observa la Sala que si bien existieron amenazas en contra de Alexander Quintero, estas no fueron puestas en conocimiento de la totalidad de entidades demandadas, pues solamente se notificó de las mismas a Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación mas no al Ejército Nacional, por lo cual la responsabilidad de esta entidad no se encuentra comprometida.

Ahora, en lo que respecta a la Fiscalía General de la Nación, hay que señalar que entre sus funciones no se encuentra la guarda y seguridad de sus ciudadanos y que la entidad constituida para garantizar la seguridad y la vida de las personas es la Fuerza Pública de conformidad con el artículo 2 de la Constitución Política, por lo cual esta entidad tampoco sería responsable del daño antijurídico irrogado a la parte demandante.
Es más, está acreditado que la Fiscalía General de la Nación ejerció acciones positivas tendientes a establecer los autores de las amenazas, pero sin resultado alguno, lo cual no puede llevar a concluir que esta omisión constituya una falla en el servicio, toda vez que el hecho de identificar a los autores materiales o intelectuales de las amenazas, no puede llevar a concluir que el asesinato de Alexander Quintero se hubiera evitado, pues, ni siquiera existen elementos probatorios suficientes que relacionen de manera directa las amenazas con el homicidio. 
De otra lado, observa la Sala que la Policía Nacional si fue notificada de las amenazas perpetradas en contra de Alexander Quintero el 24 de junio de 2008 y que en vista de ello, por una parte, entregó una serie de recomendaciones, el 5 de enero de 2009, establecidas en el manual de medidas de seguridad que contemplan medidas preventivas en desplazamientos, en el trabajo, de seguridad para hijos y familiares y precauciones contra el terrorismo y por otra, ordenó que algunos policiales realizaran rodas esporádicas por la Oficina de Alexander Quintero.

El Consejo de Estado en lo atinente a las medidas encaminadas a dar protección ha señalado lo siguiente:

“En cuanto a las medidas encaminadas a dar protección, las autoridades gozan de autonomía para tomar las decisiones que sean necesarias, siempre y cuando constituyan soluciones reales y efectivas. Así, las alternativas formuladas dependerán del caso concreto y de la situación administrativa, política, económica, social del país y del criterio razonable de las autoridades encargadas de proveer el amparo más adecuado, siendo exigible que se eviten o se minimicen los riesgos y la exposición a daños antijurídicos.
”

En cuanto a la seguridad personal, la Corte Constitucional ha concluido que “en el contexto colombiano, es un derecho fundamental de los individuos. Con base en él, pueden exigir, en determinadas condiciones, medidas específicas de protección de parte de las autoridades, con el objetivo de prevenir la materialización de cierto tipo de riesgos extraordinarios contra su vida o integridad personal, que no tienen el deber jurídico de soportar, y que las autoridades pueden conjurar o mitigar”.

Por su parte, sobre los niveles de riesgo y amenaza, la Corte Constitucional, en sentencia T-339 de 2010, refirió que:

“[N]o se debe hablar únicamente de escala de riesgos sino de escala de riesgos y amenazas pues los dos primeros niveles de la escala se refieren al concepto de riesgo en la medida en la que, en estos niveles, existe una posibilidad abstracta y aleatoria de que el daño se produzca. En cambio, en los dos últimos niveles de la escala, ya no existe un riesgo únicamente sino que existe una amenaza en la medida en la que existen hechos reales que, por su sola existencia, implican la alteración del uso pacífico del derecho atacado y hacen suponer que la integridad de la persona corre peligro.”

De igual manera, resaltó que también resulta impreciso hablar de riesgo consumado, pues una vez consumado el daño, no puede hablarse de riesgo, razón por la que dicha expresión debe ser reemplazada por daño consumado.

En consecuencia, la escala de riesgo y amenaza que debe ser aplicada a casos en los que es solicitada protección especial por parte del Estado, fue precisada por este tribunal en los siguientes términos:

“1) Nivel de riesgo: existe una posibilidad abstracta y aleatoria de que el daño a la vida o a la integridad personal se produzca. Este nivel se divide en dos categorías: a) riesgo mínimo: categoría hipotética en la que la persona sólo se ve amenazada por la muerte y la enfermedad naturales y; b) riesgo ordinario: se refiere a aquel riesgo que proviene tanto de factores internos como externos a la persona y que se deriva de la convivencia en sociedad. En este nivel de la escala, los ciudadanos deben soportar los riesgos que son inherentes a la existencia humana y a la vida en sociedad.

Cuando una persona pertenece a este nivel, no está facultada para exigir del Estado medidas de protección especial, pues su derecho a la seguridad personal no está siendo afectado
, en la medida en la que el riesgo de daño no es una lesión pero sí, en el mejor de los casos, un riesgo de lesión.

2) Nivel de amenaza: existen hechos reales que, de por sí, implican la alteración del uso pacífico del derecho a la tranquilidad y que hacen suponer que la integridad o la libertad de la persona corren verdadero peligro. En efecto, la amenaza de daño conlleva el inicio de la alteración y la merma del goce pacífico de los derechos fundamentales
, debido al miedo razonable que produce visualizar el inicio de la destrucción definitiva del derecho. Por eso, a partir de este nivel, el riesgo se convierte en amenaza. Dependiendo de su intensidad, este nivel se divide en dos categorías:

a) amenaza ordinaria: Para saber cuándo se está en presencia de esta categoría, el funcionario debe hacer un ejercicio de valoración de la situación concreta y determinar si ésta presenta las siguientes características:

i. existencia de un peligro específico e individualizable. Es decir, preciso, determinado y sin vaguedades;

ii. existencia de un peligro cierto, esto es, con elementos objetivos que permitan inferir que existe una probabilidad razonable de que el inicio de la lesión del derecho se convierta en destrucción definitiva del mismo. De allí que no pueda tratarse de un peligro remoto o eventual.;

iii. tiene que ser importante, es decir que debe amenazar bienes o intereses jurídicos valiosos para el sujeto como, por ejemplo, el derecho a la libertad;

iv. tiene que ser excepcional, pues no debe ser un riesgo que deba ser tolerado por la generalidad de las personas y. finalmente,

v. deber ser desproporcionado frente a los beneficios que deriva la persona de la situación por la cual se genera el riesgo.

Cuando concurran todas estas características, el sujeto podrá invocar su derecho fundamental a la seguridad personal para recibir protección por parte del Estado, pues en este nivel, se presenta el inicio de la lesión del derecho fundamental y, en esta medida, se presenta un perjuicio cierto que, además, puede o no agravarse. Por estos motivos, la persona tiene derecho a que el Estado intervenga para hacer cesar las causas de la alteración del goce pacífico del derecho o, al menos, para evitar que el inicio de la lesión se vuelva violación definitiva del derecho.

b) amenaza extrema: una persona se encuentra en este nivel cuando está sometida a una amenaza que cumple con todas las características señaladas anteriormente y además, el derecho que está en peligro es el de la vida o la integridad personal. De allí que, en este nivel, el individuo pueda exigir la protección directa de sus derechos a la vida y a la integridad personal y, en consecuencia, no tendrá que invocar el derecho a la seguridad como titulo jurídico para exigir protección por parte de las autoridades
.

Por lo tanto, en el nivel de amenaza extrema, no sólo el derecho a la seguridad personal está siendo violado sino que, además, también se presenta la amenaza cierta que muestra la inminencia del inicio de la lesión consumada de los derechos fundamentales a la vida y a la integridad personal. De allí que, cuando la persona esté en este nivel, tiene el derecho a que el Estado le brinde protección especializada. 

3) Daño consumado: se presenta cuando ya hay una lesión definitiva del derecho a la vida o a la integridad personal. En el evento de presentarse lo segundo, dicha lesión a la integridad personal también genera la protección especial no sólo frente a la integridad personal sino también frente a la vida.”

Así las cosas, siempre que un ciudadano se enfrente a una amenaza en los términos trascritos en precedencia, es obligación del Estado garantizar la protección y goce efectivo de los derechos, para lo cual debe disponer de medidas eficaces de protección.

Conforme a lo expuesto, estima la Sala que las medidas de seguridad adoptadas por la Policía Nacional no se prestaron de manera real y efectiva, puesto que no se adecuaron a las circunstancias por las cuales atravesaba Alexander Quintero y que ciertamente no sirvieron para minimizar el riesgo y peligro al que se encontraba expuesto por ejercer como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya.

En este sentido, es importante destacar que si bien dentro del proceso no existe un documento en el cual se establezca el tipo de estudio de seguridad que finalmente llevó a que la Policía Nacional adoptara las medidas de autoprotección, lo cierto es que de los documentos obrantes en el proceso se puede inferir que este si se realizó con antelación a la elección de Alexander Quintero como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, esto es cuando solamente se desempeñaba como un líder comunitario en la región de Naya y ya existían amenazas en su contra.
De ahí, que la Policía Nacional debió realizar un nuevo estudio de seguridad, toda vez que: i) las circunstancias variaron cuando Alexander Quintero fue electo como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, cargo con el cual adquirió mayor representatividad dentro del contexto en el cual se desempeñaba, y ii) las amenazas en contra de su integridad se mantuvieron.

Así las cosas, si bien es cierto el riesgo al que estaba expuesto Alexander Quintero en principio fue catalogado como ordinario, no puede perderse de vista que ejercer como representante de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya, incrementó de manera ostensible al punto de convertirse en una amenaza, la cual finalmente se materializó.
En efecto, en el desempeño del cargo de Presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya se produjo la última de las amenazas en contra de Alexander Quintero, la cual fue reportada el 14 de septiembre de 2009, situación que aunada a las demás amenazas de las que había sido objeto, llevan a concluir que el rol que desempeñaba como líder comunitario ciertamente fue el que generó las amenazas.
En suma, la responsabilidad de la Policía Nacional se ve comprometida en tanto el deber de protección y seguridad se prestó de manera ineficiente y no respondió de manera adecuada a las circunstancias y gravedad del caso específico, esto es se adoptaron unas serie de medidas que en la realidad no disminuyeron el nivel de amenaza a la que se encontraba expuesto Alexander Quintero, al desempeñarse como líder comunitario y presidente de las Juntas de Acción Comunal del Corregimiento del Alto Naya.

De otra parte no existe responsabilidad de las demás entidades estatales demandadas en el caso concreto puesto que: i) se declaró la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio del Interior, ii) el Ejército Nacional no conoció de las amenazas realizadas en contra de Alexander Quintero, y  iii) la Fiscalía General de la Nación no tiene el deber de proteger a las personas puesto que esta obligación recae en la fuerza pública, aunado al hecho de que realizó las acciones tendiente para dar con los autores de la amenazas.

Así, comoquiera que está demostrado que la Policía Nacional incumplió con el deber constitucional de proteger la vida y omitió poner en funcionamiento los recursos de que disponen para el adecuado cumplimiento del servicio de policía y seguridad, se revocará la sentencia objeto de apelación.
De la tasación de los perjuicios morales

La premisa rectora sobre la reparación del daño, es que ésta sólo debe atender la entidad del daño mismo: debe repararse todo el daño causado y sólo el daño causado.

En punto del perjuicio moral, su indemnización, debido a la naturaleza del perjuicio, tiene una naturaleza compensatoria, no restitutoria ni reparadora, por lo que, la suma que se establezca no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio.

Para su valoración, debe tenerse en cuenta i) el principio de equidad y ii) el juez debe ejercer una discrecionalidad razonada y fundada en las pruebas sobre la existencia del perjuicio y su intensidad; a la vez, iii) el Consejo de Estado fija, para el efecto, unas pautas de referencia; iv) y entre estas, ha establecido que el valor del perjuicio moral en los casos de mayor intensidad atiende a los 100 SMLMV, como en los casos en los  que se demanda la indemnización por la muerte de un familiar. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de septiembre 6 de 2001, Expediente: 66001-23-31-000-1996-3160-01(13232-15646), M.P.: Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez.
Ahora bien, se encuentra demostrado en el proceso que Yonni Alexis Quintero Caro es hijo de Alexander Quintero de conformidad con el registro civil de nacimiento obrante a folio 11 del cuaderno principal, por lo cual se presume que su muerte causó sufrimiento y congoja y por tanto se condenará a la Policía Nacional al pago de perjuicios morales en su favor por el monto equivalente a cien (100) SMMLV.

En lo que atañe a Mauren Vanesa Caro Castañeda, si bien en su registro civil de nacimiento no se encuentra establecido quien es su padre, del testimonio rendido por Yasmin Lorena Chaves Castillo, quien fuera su maestra, se puede establecer con grado de certeza que Alexander Quintero era su padre o que así ello lo estimaba, por lo cual la muerte de esté generó una afectación de carácter moral importante que se vio reflejada en distintos aspectos de su vida como son el académico, familiar, social, toda vez que ella y su hermano quedaron desprotegidos, porque era su padre quien se hacía cargo de lo atinente a su crianza y manutención, es decir se ha probado su condición de damnificada.
Al respecto la testigo señala lo siguiente:

“Cuando yo llego como orientadora comunitaria al resguardo al cabildo indígena de quite quigue conozco la situación de Mauren y de Jhonny puesto que yo era la profesora de ellos, esta siendo una comunidad muy pequeña y yo teniendo muy pocos estudiantes yo puedo conocer muy de cerca la situación que ellos vivían en ese momento, los dos estudiantes vivían solos en un cuarto y digamos que había un muy alto grado de desprotección estaban viviendo pues digamos una situación precaria, uno porque no había garantía de su seguridad alimentaria razón por la cual nosotros desde la escuela dábamos prioridad a los dos muchachos con el tema de la alimentación de otro lado tenían un muy bajo rendimiento escolar son muchachos que no han avanzado académicamente en los años y están en grados muy bajos.
(…)
Como decía anteriormente la situación de los muchachos en ese momento estar bastante difícil, había dificultades como lo decía anteriormente en el tema conductual los muchachos tras la soledad que estaban viviendo en ese momento tenían muchas dificultades para acatar las reglas como en caso no había de pronto una persona que les direccionara, cuando llegan a la escuela pues sucede lo mismo entonces en mi calidad de profesora trato de mantener el orden de dejar tareas de ese tipo de cosas y los muchachos casi nunca cumplían con ese tipo de reglas, había ocasiones en las que no llegaban a clase, en otras ocasiones llegaban pero se ausentaban en la mitad de la jornada, entonces digamos que en ese aspecto era bastante complicado, de otro lado yo tuve la oportunidad, decía anteriormente la comunidad es muy pequeña y mis estudiantes eran muy pocos entonces me acerque muchísimo a ellos dadas las circunstancia en las que estaban viviendo y era muy complicado en el sentido de que tenían un modo de vida o sus conductas eran de personas mucho mayores, Jhony quien era o es el hombre de la casa estaba asumiendo un rol pues no acorde a su edad pues es él era el que cuidaba a Mauren estaba pendiente de pronto salía a trabajar y eso hacía de pronto, yo hacia el análisis de la situación escolar tenía muchas cosas en las cuales que pensar, había la situación de la mamá y entonces él estaba pensando en su mamá y en su hermana en que pudieran estar bien entonces pues la situación académica seguramente era muy difícil y Mauren una niña, un adolescente que pues quedo en embarazo a muy temprana edad desde muy pequeños pues como les decía anteriormente tenían unas conductas no acordes a su edad desde muy temprana edad ya salían de la casa hasta tarde en la noche, asistían a lugares que ya son para adultos, mayores de dieciocho años ellos ya los frecuentaban desde más o menos los quince años que es la edad que más o menos recuerdo no la tengo muy presente, entonces todas esas situaciones siempre me llevaron a pensar que era la ausencia del padre que ellos necesitaban, de la figura paterna que ha sido siempre digamos que la figura paterna es la que nos direcciona, la que pone el orden, es quien lleva o digamos que ellos tienen o han tenido unas costumbres muy campesinas y en el campo siempre es el papá el que lleva las riendas del hogar y tras la ausencia de esa persona se vieron afectados los muchachos   
(…)
En algunas ocasiones tuve la oportunidad de conversar con Mauren y lo que ella siempre me contaba es que Alexander Quintero fue una persona muy responsable y todo el tiempo estuvo pendiente, de un lado de que no les faltara nada económicamente hablando tenían un modo de vida mucho más alto al que han tenido durante su ausencia y digamos que a pesar de que Alexander como defensor de los derechos humanos se ausentaba mucho tiempo de casa mientras él estuvo o tuvo la oportunidad de estar en casa pues tenían espacios muy bonitos para compartir con él.” Minutos 41 a 46 y 49 a 51 de la audiencia de pruebas.
En vista de lo anterior, se encuentra establecida de manera concreta el perjuicio o la afectación moral padecida por Mauren Vanesa Caro Castañeda por la muerte de su padre Alexander Quintero, por lo cual se condenará a la Policía Nacional al pago de perjuicios morales en su favor por el monto equivalente a cien (100) SMMLV.

Perjuicios materiales

Lucro Cesante

Por la muerte de Alexander Quintero en la demanda se solicitó por concepto de lucro cesante la suma de 500 SMMLV en favor de Jhony Alexis Quintero Caro y Mauren Vanessa Caro Castañeda.

Teniendo en cuenta que el artículo 411, numerales 2° del Código Civil establece la obligación de dar alimentos a los hijos, debe entenderse –en ausencia de prueba en contrario– que Alexander Quintero contribuía al sustento económico de sus hijos menores de edad, por lo cual Jhony Alexis Quintero Caro y Mauren Vanessa Caro Castañeda son beneficiarios de la indemnización por lucro cesante.
En este sentido cabe recalcar que si bien el registro civil de nacimiento de Mauren Vanessa Caro Castañeda, no señala quien es su padre del testimonio rendido por Yasmin Lorena Chaves Castillo, se establece con meridiana claridad que Alexander Quintero era el quien se encargaba de su manutención y cuidado. 
En otras palabras se encuentra debidamente acreditado que Mauren Vanessa Caro Castañeda dependía económicamente de Alexander Quintero motivo por el cual también es beneficiaria de la indemnización correspondiente al lucro cesante.
Para acceder al reconocimiento del lucro cesante, la Sala tendrá en cuenta que Alexander Quintero: i) era económicamente activo a la fecha de su muerte, ii) el tiempo por el cual se liquidará y iii) la renta base de liquidación.

Alexander Quintero era una persona económicamente activa que derivaba sus recursos de su labor como Presidente de las Juntas del Alto Naya, no obstante ello no es posible establecer el monto de lo devengado mensualmente puesto que ninguno lo precisa. Fl. 359 y 365 del C. Pbas. 2
En sentido, cabe destacar que la Ley 743 de 2002 "Por la cual se desarrolla el artículo 38 de la Constitución Política de Colombia en lo referente a los organismos de acción comunal" establece lo siguiente, respecto de los derechos de los dignatarios de estos organismos:
“ARTICULO  35. Derechos de los dignatarios. A más de los que señalen los estatutos, los dignatarios de los organismos de acción comunal tendrán los siguientes derechos:

a) Quien ejerza la representación legal de un organismo de acción comunal podrá percibir gastos de representación provenientes de los recursos propios generados por el organismo, previa autorización del organismo de dirección respectivo;”

De lo anterior, se puede establecer con certeza que Alexander Quintero ejercía como presidente de la Juntas de Acción Comunal del Naya, actividad de la cual obtenía ingresos económicos, sin que obre prueba dentro del plenario que especifique la cuantía o el monto de estos.

Ahora bien, acudiendo a las pautas jurisprudenciales con el fin de establecer el cuantum de la indemnización por este concepto, se tendrá en cuenta el valor del salario mínimo, pues se ha determinado que en cualquier actividad éste es el monto que debe percibirse para garantizar las condiciones mínimas de subsistencia.

Adicionalmente, el salario mínimo legal mensual vigente, deberá incrementarse un 25% por concepto de prestaciones sociales de conformidad con la posición que en la actualidad acoge de manera uniforme el Consejo de Estado. 
En paradigmático pronunciamiento de la Sección Tercera del Consejo de Estado, de 29 de enero de 2009, radicado 17376, se lee:

“Se solicitó en el recurso modificar la sentencia del a quo en cuanto condenó a la demandada a cancelar a favor del lesionado por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante la suma de $7.249.583,06, para que en la liquidación se incluyera el factor prestacional. Se accederá al incremento pretendido, como quiera que la jurisprudencia de esta Sección tiene por establecido que en los eventos en que se condene por lucro cesante, se debe liquidar teniendo en cuenta el aumento el salario percibido por la víctima más el aumento del 25% por concepto de prestaciones sociales. 

En el sub exámine, y en el caso específico del lucro cesante reclamado para el lesionado, los testimonios recepcionados en este proceso (fls. 198 a 203 C de pruebas) permiten acreditar que la víctima desempeñaba una actividad lícita por la que recibía unos ingresos
, y si bien no existe prueba del salario que percibía, se presume que por lo menos recibía un salario legal mínimo”. 

El SMMLV para la época de los hechos, 23 de mayo de 2010, correspondía a $ 589.500, suma que después de ser actualizada corresponde a $ 655.780.

Así las cosas, para calcular la indemnización se tomará la suma de $ 655.780 equivalente a un salario mínimo del 2010, debidamente actualizado, más $ 163.945 correspondiente al valor a recibir por prestaciones sociales para un total de $ 819.725.

Sin embargo, de acuerdo a la jurisprudencia del Consejo de Estado, se descontará el 25%, correspondiente a la cantidad destinada por el occiso para atender sus propios gastos personales. Finalmente la suma para efectuar la liquidación corresponde a $ 614.794.
La liquidación comprenderá dos períodos, el debido o consolidado que abarca el interregno transcurrido desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la fecha de la presente providencia y el futuro o anticipado que corresponde al período comprendido entre el día siguiente de la fecha de la presente providencia y la fecha en la que cada uno de los demandantes cumpla 25 años de edad, en tanto que en ausencia de prueba en contrario, es posible inferir que habría recibido ayuda económica de su padre hasta el momento en que cesa completamente la obligación legal de prestar alimentos a los hijos.
Para Jhony Alexis Quintero Caro 
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : Renta actualizada: $614.794.
n  :   Número meses entre hechos y sentencia: 47.96
Fórmula:

                        n

              (1 + i )   - 1

S= Ra. ___________

                    i

                                                          47.96
                                    (1 + 0.004867)           -1
S= $614.794____________________________
                                        0.004867

S= $ 33.120.634,82 

- Futura o Anticipada

Yonny Alexis Quintero Cano nació el 20 de diciembre de 1994, de manera que el 20 de diciembre de 2019, tendrá 25 años de edad. Por tanto el período a indemnizar es igual a  66.93 meses.
Ra= $614.794.
Fórmula: 

                              n

                    (1+ i)      -  1

S= Ra.  _________________

                                  n         
                      i ( 1+i)
Reemplazando tenemos:

                                                   66.93
                               (1 + 0.004867)             - 1

S= $614.794___________________________

                                                                      66.93
                               0.004867 ( 1 + 0.004867)
S=  $ 35.005.286.82
Total indemnización lucro cesante debido y futuro:  $ 68.125.921.64
Para Mauren Vanessa Caro Castañeda
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : Renta actualizada: $614.794.
n  :   Número meses entre hechos y sentencia: 47.96

Fórmula:

                        n

              (1 + i )   - 1

S= Ra. ___________

                    i

                                                          47.96

                                    (1 + 0.004867)           -1
S= $614.794____________________________
                                        0.004867

S= $ 33.120.634,82 

- Futura o Anticipada

Mauren Vanesa Caro Castañeda nació el 15 de septiembre de 1996, de manera que el 15 de septiembre de 2021, tendrá 25 años de edad. Por tanto el periodo a indemnizar es igual a 91.43 meses.

Ra= $614.794.
Fórmula: 

                              n

                    (1+ i)      -  1

S= Ra.  _________________

                                  n         
                      i ( 1+i)
Reemplazando tenemos:

                                                   91.43
                               (1 + 0.004867)             - 1

S= $614.794___________________________

                                                                      91.43
                               0.004867 ( 1 + 0.004867)
S=  $ 45.286.150.70
Total indemnización lucro cesante debido y futuro: $ 78.286.150.70
TOTAL INDEMNIZACIÓN PERJUICIOS MATERIALES: $146.532.706.34
Perjuicio inmaterial diferente al moral.

La parte demandante solicita se condene por este concepto de daño fisiológico, alteración a las condiciones de existencia o daño a la vida de relación a pagar el valor de 100 SMMLV a favor de cada uno de los demandantes sin realizar ninguna consideración al respecto.

La  máxima Corporación de lo Contencioso Administrativo adoptó la denominación de “alteración a las condiciones de existencia”, para efectos de indemnizar no sólo los daños ocasionados a la integridad física y/o psíquica, sino cualquier vulneración de bienes, prerrogativas, derechos o intereses diferentes a los señalados, o lo que es lo mismo decir, aquellas prerrogativas que sobrepasan la esfera de lo corporal del sujeto afectado, tales como la honra, el buen nombre, el daño al proyecto de vida, entre otras.

Así, el H. Consejo de Estado, sostuvo
: 

“A partir del fallo anterior, la jurisprudencia ha entendido el daño a la vida de relación, como aquel que “rebasa la parte individual o íntima de la persona y además le afecta el área social, es decir su relación con el mundo exterior; por ello se califica en razón al plano afectado: la vida de relación”.
 

“En esta oportunidad la Sala aprovecha para, en aras de precisión y rigor en la nomenclatura, dejar de lado el nomen que hasta ahora se ha venido utilizando -en ocasiones de manera inadecuada o excesiva- para acudir al concepto de daño por alteración grave de las condiciones de existencia, el cual ofrece mayor amplitud que el anterior y abarca no sólo la relación de la víctima con el mundo exterior, sino, de manera más general, esos cambios bruscos y relevantes a las condiciones de una persona en cuanto tal y como expresión de la libertad y el albedrío atributos esenciales a la dignidad humana principio fundante del Estado Social de Derecho colombiano y de su ordenamiento jurídico, según consagra el artículo 1° de la Constitución Política. 

“En la citada sentencia del 19 de julio de 2000 se dijo, refiriéndose al daño a la vida de relación social que “[p]ara designar este tipo de perjuicio, ha acudido la jurisprudencia administrativa francesa a la expresión alteración de las condiciones de existencia, que, en principio y por lo expresado anteriormente, parecería más afortunada. No obstante, considera la Sala que su utilización puede ser equívoca, en la medida en que, en estricto sentido, cualquier perjuicio implica, en sí mismo, alteraciones en las condiciones de existencia de una persona, ya sea que éstas se ubiquen en su patrimonio económico o por fuera de él.” 

“Resulta ahora pertinente recoger estos planteamientos para señalar que si bien es cierto que la expresión relativa a la alteración de las condiciones de existencia resulta ser más compresiva y adecuada, mal podría pensarse, desde la perspectiva de la responsabilidad del Estado, que todo perjuicio, de cualquier carácter y magnitud, comporte necesaria y automáticamente una alteración a las condiciones de existencia jurídicamente relevante. 

“Sobre el particular la doctrina ha señalado, precisamente, que “para que se estructure en forma autónoma el perjuicio de alteración de las condiciones de existencia, se requerirá de una connotación calificada en la vida del sujeto, que en verdad modifique en modo superlativo sus condiciones habituales, en aspectos significativos de la normalidad que el individuo llevaba y que evidencien efectivamente un trastocamiento de los roles cotidianos, a efectos de que la alteración sea entitativa de un perjuicio autónomo, pues no cualquier modificación o incomodidad sin solución de continuidad podría llegar a configurar este perjuicio, se requiere que el mismos tenga significado, sentido y afectación en la vida de quien lo padece”
. 

“Por su parte, en la doctrina francesa se ha considerado que los llamados troubles dans les conditions d’éxistence
 pueden entenderse como “una modificación anormal del curso de la existencia del demandante, en sus ocupaciones, en sus hábitos o en sus proyectos”
 o “las modificaciones aportadas al modo de vida de los demandantes por fuera del mismo daño material y del dolor moral”
.

“El reconocimiento de indemnización por concepto del daño por alteración grave de las condiciones de existencia es un rubro del daño inmaterial -que resulta ser plenamente compatible con el reconocimiento del daño moral-, que, desde luego, debe acreditarse en el curso del proceso por quien lo alega y que no se produce por cualquier variación menor, natural o normal de las condiciones de existencia, sino que, por el contrario, solamente se verifica cuando se presenta una alteración anormal y, por supuesto, negativa de tales condiciones.

“En otras palabras, para que sea jurídicamente relevante en materia de responsabilidad estatal, el impacto respecto de las condiciones de existencia previas ha de ser grave, drástico, evidentemente extraordinario.”
 (Destaca el Tribunal). 

Entonces según la jurisprudencia, la alteración a las condiciones de existencia, se refiere a la modificación en forma superlativa de las condiciones habituales de aspectos significativos de normalidad de una persona. 

Como se señaló en el aparte de la providencia de H. Consejo de Estado proferida el 11 de noviembre de 2009 que viene de verse, esta clase de perjuicio puede demostrarse a través de cualquier medio probatorio e incluso, puede darse por acreditado en consideración a las circunstancias particulares del caso.

Ahora bien, en la demanda no se señaló en que consistió el cambio superlativo sufrido por los demandantes por la muerte de Alexander Quintero, pues las pruebas obrantes en el proceso demuestran claramente la afectación moral sufrida, más no el perjuicio de alteración a las condiciones de existencia solicitado, sin que las circunstancias particulares del caso puedan tampoco a tenerlo por acreditado, por tanto la Sala negará su reconocimiento.

Condena en costas

Finalmente, en lo que respecta a la condena en costas hay que señalar que estas se encuentran establecidas en el artículo 188 del CPACA el cual dispone:

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Respecto al concepto de Costas la Corte Constitucional emitió el siguiente pronunciamiento en donde explica el concepto, así:

“Las costas pueden ser definidas como aquella erogación económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial. Esta carga económica comprende, por una parte, las expensas, es decir, todos aquellos gastos necesarios para el trámite del juicio distintos del pago de apoderados (honorarios de peritos, impuestos de timbre, copias, gastos de desplazamiento en diligencias realizadas fuera de la sede del despacho judicial, etc.) y, de otro lado, las agencias en derecho, correspondientes a los gastos efectuados por concepto de apoderamiento, las cuales - vale la pena precisarlo - se decretan en favor de la parte y no de su representante judicial. Aunque las agencias en derecho representan una contraprestación por los gastos en que la parte incurrió para ejercer la defensa judicial de sus intereses, es el juez quien, de manera discrecional, fija la condena por este concepto con base en los criterios establecidos en el artículo 393-3 del Código de Procedimiento Civil (tarifas establecidas por el Ministerio de Justicia o por el colegio de abogados del respectivo distrito y naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el representante judicial o la parte que litigó personalmente). Dicha condena no corresponde, necesariamente, a los honorarios efectivamente pagados por la parte vencedora a su apoderado.” (DESTACA LA SALA)

Por tanto, las costas comprenden de un lado las expensas, entendidas como todos los gastos que son necesarios para adelantar el proceso diferentes al pago de honorarios de apoderados judiciales, y de otro las agencias en derecho que constituyen precisamente los gastos del apoderamiento judicial.

Por su parte el artículo 392 señala que la parte vencida en el proceso será condenada en costas siempre que se encuentre demostrado que estas se causaron, así:
“ARTÍCULO 392. CONDENA EN COSTAS. <Artículo modificado por el artículo 42 de la Ley 794 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. <Numeral modificado por el artículo 19 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto.

Además, se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio del artículo 73.

(…)

9. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.” (SUBRAYADO FUERA DEL TEXTO)

Seguidamente el Artículo 393 del C.P.C., establece:

“Las costas serán liquidadas en el Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga o la de obedecimiento a lo resuelto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas:

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al magistrado ponente o al juez aprobarla u ordenar que se rehaga.

2. La liquidación incluirá el valor de los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado ponente o juez, aunque se litigue sin apoderado.

3. Para la fijación de las agencias en derecho, deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura.  Si aquellas establecen solamente un mínimo o éste y máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o por la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas”

En razón de la normativa transcrita, la parte que resulte vencida en el proceso será condenada a pagar las expensas (si se causaron) y las agencias en derecho, de conformidad con el Acuerdo No. 1887 de 2003, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, que al respecto señala lo siguiente:
“ARTICULO SEXTO. Tarifas. Fijar las siguientes tarifas de agencias en derecho: 

IIICONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

3.1.  ASUNTOS.

(…)

3.1.3. Segunda instancia. 

Sin cuantía: Hasta siete (7) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Con cuantía: Hasta el cinco por ciento (5%) del valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia.”

Así las cosas, se condenará a la Policía Nacional, a reconocer la suma del 0.1% del valor de las pretensiones reconocidas, por concepto de agencias en derecho de segunda instancia. Por otro lado, si bien la norma permite condenar en expensas del proceso esta instancia, una vez revisado el proceso, no hay prueba arrimada al plenario que demuestre su causación, por lo tanto no se ordenará su liquidación.

III. DECISIÓN

Por lo expuesto, el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA:

PRIMERO:
REVOCAR la sentencia de 12 de noviembre de 2013, proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Popayán, de conformidad con las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO:
DECLARAR que la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional, es administrativamente responsable de los perjuicios morales y materiales ocasionados a Jhony Alexis Quintero Caro y Mauren Vanessa Caro Castañeda por la muerte de Alexander Quintero ocurrida el 23 de mayo de 2010 en el Municipio de Santander de Quilichao - Cauca, conforme a lo expuesto.

TERCERO: Condenar a la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional a indemnizar a la parte demandante en las siguientes sumas y por los siguientes conceptos:

3.1. Por daños morales: 

A favor de Jhony Alexis Quintero Caro el equivalente a Cien (100) SMMLV.

A favor de Mauren Vanessa Caro Castañeda el equivalente a Cien (100) SMMLV.
3.2 Por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante.

A favor de Jhony Alexis Quintero Caro la suma de sesenta y ocho millones ciento veinticinco mil novecientos veintiún pesos con sesenta y cuatro centavos ($ 68.125.921.64.)
A favor de Mauren Vanessa Caro Castañeda  la suma de setenta y ocho millones doscientos ochenta y seis mil ciento cincuenta con setenta Centavos ($78.286.150.70)
CUARTO:
NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO: 
CONDENAR a la parte demandante, a reconocer la suma del cero Punto uno por ciento (0.1%) del valor de la pretensiones negadas, las cuales deben liquidarse por secretaría.

SEXTO:
Devuélvase al Juzgado de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha, según consta en el acta.

Los Magistrados,
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO                    

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 
       DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO            

� Folios 103 a 106 cdno. ppal. No. 1.


� Folios 133 a 139  C. Ppal. No. 1.


� Folios 142 a 149 C. Ppal. No. 1.


� Folios 191 a 198 C. Ppal. No. 1.


� Folios 291 a 295 C. Principal No. 1.


� Folios 301 a 310 C. Principal.


� En sentencia de 11 de octubre de 1990, exp: 5737, dijo la Sala: “Cuando se trata de la falla del servicio originada en la omisión por la administración en la prestación de un servicio o en el cumplimiento de una obligación impuesta por la ley o los reglamentos, es necesario que aparezca demostrado no sólo que se pidió concretamente la protección o la vigilancia de la autoridad ante determinado hecho ilícito que puede causar o está causando daño o que las circunstancias que rodeaban el hecho o las personas en él involucradas imponían una especial protección o vigilancia y que tal protección no se prestó”. Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sala Plena de 16 de julio de 1996, exp: 422 y de la Sección de 11 de diciembre de 1990, exp: 5417; 21 de marzo de 1991, exp: 5595; 19 de agosto de 1994, exp: 9276 y 8222; 13 de octubre de 1994, exp: 9557; 2 de febrero de 1995, exp: 9273; 16 de febrero de 1995, exp: 9040; 30 de marzo de 1995, exp: 9459; 27 de julio de 1995, exp:  9266; 15 de agosto de 1995, exp: 10.286; 6 de octubre de 1995, exp: 9587; 14 de marzo de 1996, exp: 11.038; 29 de marzo de 1996, exp: 10.920; y 29 de agosto de 1996, exp: 10.949, 11 de julio de 1996, exp: 10.822, 30 de octubre de 1997, exp: 10.958, entre muchas otras. 





� “Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance”. Sentencia de esta Sección de 15 de febrero de 1996, exp: 9940





� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Tercera, Magistrada Ponente Ruth Stella Palacio, Sentencia de 20 de noviembre de 2008, radicación número: 250002326000199612680-01 (20.511)





� Sentencia del 23 de mayo de 1994, exp: 7616.





� Sentencia de 26 de septiembre de 2002, exp: 14.122.





� “...conforme a los principios decantados por la jurisprudencia nacional, la relación de causalidad sólo tiene relevancia para el derecho cuando responde a criterios de naturaleza jurídica, más allá de la simple vinculación física entre un comportamiento y un resultado; así, no parece necesario recurrir al análisis de la “virtualidad causal de la acción”, propuesto por el profesor Entrena Cuesta, para reemplazar el citado elemento de la obligación de indemnizar, sin perjuicio de que dicho análisis resulte útil para demostrar, por la vía de un argumento activo, el nexo adecuado existente entre la omisión y el daño producido.  A ello alude, precisamente, la determinación de la posibilidad que tenía la administración para evitar el daño”. Sentencia de 21 de febrero de 2002, exp:12.789.


� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Tercera, Magistrada Ponente Ruth Stella Palacio, Sentencia de 20 de noviembre de 2008, radicación número: 250002326000199612680-01 (20.511)





� Precisión realizada por la Sala en providencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585.





� Así, por ejemplo, en sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737, dijo la Sala “Es cierto que en los términos del artículo 16 de la Constitución Política las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes y que a partir de este texto se fundamente la responsabilidad del Estado, pero también lo es que esa responsabilidad no resulta automáticamente declarada cada vez que una persona es afectada en tales bienes pues la determinación de la falla que se presente en el cumplimiento de tal obligación depende en cada caso de la apreciación a que llegue el juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, como se hubieren sucedido los hechos así como de los recursos con que contaba la administración para prestar el servicio, para que pueda deducir que la falla se presentó y que ella no tiene justificación alguna, todo dentro de la idea de que "nadie es obligado a lo imposible". Así lo ha reconocido en varias oportunidades esta Sala y al efecto puede citarse la sentencia del 7 de diciembre de 1.977 en donde dijo: "Hay responsabilidad en los casos en que la falta o falla administrativa es el resultado de omisiones actuaciones, extralimitaciones en los servicios que el Estado está en capacidad de prestar a los asociados, mas no en los casos en que la falta tiene su causa en la imposibilidad absoluta por parte de los entes estatales de prestar un determinado servicio". (Exp.  N° 1564, Actor: Flota La Macarena, Anales, Segundo Semestre 1.977, pág. 605). Si bien es cierto que en esta materia el juez de la administración debe tener en cuenta que "la pobreza [del Estado] no lo excusa de sus obligaciones", ello no quiere decir que en cada caso concreto no deba tener en cuenta por ejemplo, las disponibilidades con que pueda disponer el ente demandado para cumplir con las funciones que le correspondan, como sería en eventos como de sub - lite, la consideración de la imposibilidad de tener fuerza policial disponible en forma más o menos permanente en cada una de las cuadras en que están divididas las avenidas, calles y carreras de una ciudad como Bogotá y con mayor razón cuando una parte importante de aquella tiene que ser destacada en un lugar donde se estén desarrollando desórdenes o tumultos. Con esto, naturalmente no se quiere significar que la apreciación del juez sobre las anotadas circunstancias de tiempo, modo y lugar deba ser benigna (por el contrario, debe ser rigurosa), pero sin olvidar la máxima expuesta acerca de la no obligatoriedad a lo imposible y teniendo siempre presente que dicha máxima jamás debería utilizarse para justificar una indefensión de la administración al deber de protección a la vida de los ciudadanos, valor fundamental de un Estado de Derecho”.





� En sentencia de 14 de mayo de 1998, exp. 12.175, dijo la Sala: “...si bien es cierto esta corporación ha sostenido que dentro de la filosofía del Estado social de derecho no es posible responsabilizar al Estado Colombiano por todo tipo de falencias que las circunstancias de pobreza del país evidencian en multitud de casos “pues el juez tiene que ser consciente de la realidad social en que vive, y no dejarse deslumbrar por el universo que tienen las palabras o conceptos políticos o jurídicos”, de allí no puede seguirse, como corolario obligado, que los daños que padecen los ciudadanos por vivir expuestos a situaciones de peligro permanente hayan de quedar siempre librados a la suerte de cada cual. En efecto, las implicaciones y el grado de compromiso que el Estado constitucional contemporáneo exige para todas las autoridades públicas supone un análisis de cada caso concreto en procura de indagar si la denominada falla del servicio relativa, libera a éstas de su eventual responsabilidad. Dicho en otros términos, no es aceptable que frente a situaciones concretas de peligro para los ciudadanos, estudiadas y diagnosticadas de vieja data, pueda invocarse una suerte de  exoneración general por la tan socorrida, como real, deficiencia presupuestal”.
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� Corte Constitucional, sentencia T-719 de 2003.


� Esto es así si se parte de que el derecho a la seguridad personal es aquel que faculta a las personas que están sometidas a amenazas a obtener protección especial por parte del Estado. 


� Como se verá más adelante, dependiendo de la intensidad de la amenaza, se vulneran diferentes derechos fundamentales. En el nivel de amenaza ordinaria, se vulnera el derecho a la seguridad personal mientras que el nivel de amenaza extrema, también se inicia la violación de los derechos a la vida y a la integridad personal. 


� Así, en el nivel de amenaza ordinaria, otros derechos, diferentes a la vida y a la integridad personal, pueden estar siendo afectados como, por ejemplo, el derecho a la libertad en el caso de una amenaza de secuestro. 


� Nota original de la sentencia: “Estas declaraciones dan cuenta de que el señor Alexander Viera se desempeñaba como “arenero” “él sacaba arena”, actividad en la cual percibía unos ingresos”. El resaltado es añadido. 
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